
 
“Los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico APSB: un sector estructural y 

estratégico para el desarrollo con equidad” 
 

César A. Ruiz Rojas1 
Universidad Nacional de Colombia, 

Facultad de Ingeniería - Centro de Investigaciones para el Desarrollo 
Carrera 30, #45-03, Bogotá (Colombia), email: caruizro@unal.edu.co 

 
 

Introducción 

El documento de Bases del Plan Nacional de Desarrollo BPND (DNP, 2018) incorpora y 

reconoce a los servicios públicos de Agua Potable y Saneamiento Básico APSB como parte de 

las bases transversales del Plan, que en términos mismos del documento, se identifica como 

“habilitadores y también como conectores y espacios de coordinación”, más aún, como 

“dinamizadores del desarrollo” en la apuesta que la propuesta de Plan denomina “Pacto por 

Colombia. Pacto por la equidad”.  

El debate sobre el papel que desempeñan los servicios públicos domiciliarios dentro de un 

plan de desarrollo de un gobierno, está sustentado, por un lado, por las reglas impuestas por 

todo el marco normativo, definido desde la Constitución Política de Colombia, que 

explícitamente los reconoce como inherentes a la finalidad social del Estado. También, en la 

apuesta formal y política que el mismo Plan de Desarrollo tiene en su punto de partida desde 

el mismo programa de gobierno, presentado por el entonces candidato y ahora Presidente de 

Colombia.  

Lo anterior tendría que comprenderse desde dos marcos de línea conceptual desde los cuales, 

cualquier apuesta de desarrollo social y económico los reconoce: a) la garantía del acceso 

universal y eficiente de la parte de toda la población a estos bienes públicos, como parte de 

los derechos humanos, es decir, como el Derecho al Agua; b) Las condiciones jurídicas y 

económicas que caracterizan al agua como bien y servicio público esencial, derivan en unas 

particularidades que lo enmarcan en un primer nivel de prioridad dentro de la finalidad social 

del Estado. Sobre estas premisas, se desarrolla el presente análisis. 
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1. Los Servicios Públicos del Agua y Saneamiento Básico como Bienes Públicos 

Esenciales desde el Estado  

Como es aceptado de manera amplia y general desde la economía, se considera que los bienes 

públicos se encuentran disponibles para todos (no excluibles), y el uso y consumo por parte 

de una persona no le restringe el uso y consumo a otra (no rivales). Esta noción busca ir más 

allá de la titularidad o propiedad del Estado, incluso cuando hace la provisión directa. Así 

mismo, reconoce en la práctica casos intermedios, en los cuales, pueden darse bienes 

difícilmente rivales, pero si excluyentes, o viceversa. Los primeros suelen asociarse con la 

noción de bienes meritorios. No obstante, debido a la posibilidad de excluir a las personas de 

su uso, estos bienes pueden ser proveídos por agentes privados o públicos.  

Pero la no rivalidad plantea la posibilidad de su provisión sin discriminación, puesto que 

implica que si los consumidores excluidos pudieran acceder a dichos bienes, no afectarían el 

bienestar de los no excluidos. Los Servicios de APSB son bienes sociales en cuya provisión no 

es usual la exclusión para su consumo de un determinado individuo, y dada su naturaleza de 

baja rivalidad, cuando son ofrecidos, pierde relevancia la posibilidad de dicha exclusión. Una 

vez son proveídos a un importante número de personas, la inclusión de nuevos usuarios no 

impacta, al menos hasta cierto nivel producción, de manera marginal los costos asociados a su 

financiamiento. Por ello, a diferencia de los bienes privados, su precio no necesariamente 

refleja el costo marginal de producción. Así mismo, dada la condición de bienes meritorios su 

provisión y regulación, claramente demandan la actuación del Estado, y por tanto, dependen 

de consideraciones políticas y éticas respecto del estado de desarrollo de la sociedad.  

¿Qué niveles territoriales del Estado son los llamados a cumplir esta provisión? La práctica 

que se ha evidenciado en una buena parte de los países con vocación descentralizada o 

federal, muestra que su campo de acción se hace más eficiente en los ámbitos metropolitano 

y regional (Boadway & Shah, 2009, págs. 246-250), situación que tiende a contrastar con la 

realidad colombiana, tanto desde los preceptos normativos, como en la evolución del sector 

de las últimas décadas. Así, sobre estos puntos de referencia, se realizará un análisis crítico de 

la propuesta del documento de BPND. 

2. Los Contenidos y Enfoque de la Propuesta 



Como se expresa en forma concreta en el BPND, se ha propuesto como objetivo general del 

Plan “Incrementar el acceso de la población al agua potable y saneamiento básico en 

condiciones de calidad, eficiencia y sostenibilidad, a través de la adecuada planificación de las 

inversiones sectoriales, implementación de esquemas regionales y de soluciones acordes con 

las características locales, que contribuyan al cierre de brechas territoriales.  

Sobre esa base de objetivo general, el DBPN ha propuesto siete objetivos específicos que 

buscan durante su vigencia concretar el propósito denominado Pacto por la calidad y 

eficiencia de los servicios públicos. Cabe anotar que si bien el documento refiere a los 

Servicios de Agua Potable y Saneamiento Básico, solo dos de los siete objetivos se refieren de 

manera explícita y diferenciadamente a los servicios de agua y residuos sólidos, mientras que 

el resto de objetivos menciona en una perspectiva más genérica como un único sector el agua 

y el saneamiento básico, o explícitamente se menciona el agua, dejando a consideración de 

este análisis, un campo muy general y limitado a la gestión de los residuos sólidos, como 

subsector soportado en el servicio público de aseo. 

Si bien esta consideración es consistente con la generalidad de la denominación sectorial 

predominante en la gestión pública, incluso, con la organización misma del Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio, la particularidad ampliamente reconocida por la realidad de la 

gestión de los residuos sólidos y su estrecha relación con el servicio de aseo, probablemente 

se puede estar incurriendo en generalidades y omisiones frente a las necesidades que los 

cambios territoriales del país van demandando. Este limitación llega a ser evidente, incluso a 

nivel de un documento como el acá analizado. Los retos públicos y sociales frente a la 

permanente y creciente generación de residuos sólidos tendrían que estar generando sus 

propios objetivos y estrategias a pactar en el Plan de Desarrollo. 

i) Prestación eficiente y sostenible de los servicios públicos con orientación regional y de 

economía circular del agua;  

ii) Gobernanza comunitaria en la prestación de los servicios en la ruralidad;  

iii) Disposición y mejora de la información del sector;  

iv) Modificaciones a la capacidad institucional para la mejora de la ejecución de proyectos, 

así como de la vigilancia y regulación de empresas prestadoras 

v) Protección de las fuentes de agua y garantía de su sostenibilidad en el tiempo 



vi) Educación sobre el valor del agua y aprovechamiento de los residuos y promoción de la 

participación ciudadana. 

vii) Optimización financiera en la focalización de subsidios y desarrollo de proyectos 

sectoriales  

Sobre el Objetivo 1, de la prestación eficiente y sostenible, es claro que su consideración se 

basa en las premisas mismas del marco normativo principal, desde el cual se ha regido el 

sector de servicios públicos desde la reforma constitucional de 1991. Esto no significa que no 

tenga pertinencia o vigencia como orientador principal del accionar público, y que según 

registra el mismo documento de BPND, se justifica plenamente por las brechas que aún deben 

cerrarse en calidad, cobertura y equidad social. No obstante, lo que resulta interesante de 

resaltar es su énfasis explicito a orientar la prestación de los servicios con enfoque regional y 

de economía circular del agua. Estos aspectos necesarios requieren de un esfuerzo muy 

importante de una reforma estructural del sector (desde la misma Ley 142 de 1994), como se 

mencionará más adelante, haciendo transversal dicha reforma hacia otros sectores como el de 

ordenamiento territorial y el ambiental. 

Sobre el Objetivo 2, de la promoción de la gobernanza rural, es de destacarse el 

reconocimiento de la particularidad en la prestación en los territorios rurales, que por sus 

condiciones geográficas y ambientales, así como de la organización misma de los usuarios del 

servicio, tienen como núcleo de la prestación la organización comunitaria y la baja incidencia 

del concepto de mercados que desde la base normativa busca ser aplicado a provisión de los 

servicios en los entornos urbanos. Esta condición de prestación asociativa entre comunidades 

rurales que se configura cotidiana en la realidad de estos territorios, incluyendo la necesidad 

de la inserción de un mayor desarrollo tecnológico y mejor dotación de infraestructuras, no 

debe desconocer el papel sustancial y garante que en lo institucional y operacional el Estado 

debe preservar, no solo por las limitaciones propias de la aplicación del concepto de mercado 

en la prestación, sino porque esta gobernanza se cruza con determinantes de superior 

jerarquía en cuanto a la protección y preservación de los recursos ambientales.    

Sobre el Objetivo 3, sobre la disponibilidad de información sectorial para la toma de 

decisiones, tanto en lo concerniente a las personas prestadoras e instancias sujetas a la 

regulación, control y vigilancia, como en lo que refiere a los demás organismos públicos y 



territoriales del sector, los avances que puedan y deban realizarse siempre estarán en la línea 

de la prioridad de la iniciativa gubernamental. En ello, la importancia que desde sus inicios se 

ha venido posicionando dentro del accionar estatal el Sistema Único de Información (SUI), es 

el marco que debería guiar las estrategias y proyectos de este tercer objetivo. El SUI es sin 

lugar a dudas, más que una plataforma de información, una institución que ha fortalecido los 

procesos de planificación, gestión, control, regulación, vigilancia e interacción con los actores 

del sector y la ciudadanía. En este sentido, la apuesta por una mejor información, debe 

explorar un campo de acción que supere el mejoramiento tecnológico y de sistematización, 

para trascender a instancias que permitan que la información, tanto general y especializada 

del sector, se haga más pública y de fácil acceso; cada vez mayor, veraz, precisa y oportuna, 

para que así se convierta en una fuente de control social y político, que fortalezca no solo la 

toma de decisiones públicas, sino promueva iniciativas de innovación y del desarrollo del 

concomimiento, como campo estratégico del sector. 

Sobre el Objetivo 4, que busca ajustes institucionales para la mejora de los proyectos y la 

labor de regulación, control y vigilancia, abarca dos campos de la institucionalidad que las 

bases del plan identifica: para la planeación y gestión en la estructuración de proyectos, y para 

fortalecer los organismos que regulan, vigilan y controlan le prestación de los servicios. Un 

aspecto clave que no aparece explicitico en la propuesta del documento BPND es que el 

fortalecimiento institucional, no debe ser solo en lo organizacional para la planeación 

sectorial y prestación del servicio, sino que debería incluir una revisión de fondo del mismo 

modelo institucional que rigen los servicios públicos desde la Ley 142 de 1994, en una 

perspectiva más amplia y completa del papel estructurante del desarrollo del agua y el 

saneamiento básico. Las dificultades de concretar en todos los casos mercados de prestación 

de servicios, y las relaciones inherentes con otros campos como el ordenamiento territorial y 

el ambiental, estarían demandando una visión institucional más amplia e integral. 

Sobre el Objetivo 5, de la protección y sostenibilidad de las fuentes de agua, al igual que el 

Objetivo 1 parte de la noción de Economía Circular en su enfoque, dando especial énfasis al 

aprovechamiento de las aguas subterráneas como fuente, el reúso de las aguas residuales y la 

continuidad del programa de vertimientos hídricos municipales. La consideración de este 

Objetivo se centra precisamente en el marco de acciones en las que institucional, financiera y 



operacionalmente, se interrelacionan las disposiciones y pautas que rigen de los servicios 

públicos, con las de ordenamiento territorial y las ambientales, en una tríada que no 

necesariamente tiene armonización normativa, que dificulta las actuaciones públicas desde la 

planificación y gestión, así como de regulación, vigilancia y control. La apuesta por el enfoque 

de economía circular se constituye en una oportunidad de ajustar los determinantes y 

disposiciones de dicha interrelación, pero a su vez un riesgo, si los ajustes no garantiza su 

integración y armonización.  

El Objetivo 6, le apuesta por la educación y sensibilización ambiental para la participación 

ciudadana, en una mirada tanto del valor del agua como recurso escaso y fundamental para la 

vida, como para el aprovechamiento de los residuos. El reto por desarrollar un proceso 

educativo que fortalezca la sensibilidad ambiental del uso, manejo y potencial reúso de los 

recursos agua y residuos, y que a su vez incentive y fortalezca los procesos participativos de la 

sociedad civil, son sin duda fundamentales. Pero la educación como base de apropiación de 

conocimiento y conciencia, ciertamente puede resultar un proceso insuficiente, no solo por la 

complejidad que significa la incorporación de temáticas en la educación formal, o su extensión 

a otras formas educativas, sino porque la participación ciudadana como derecho y proceso de 

la democracia, demanda entornos socio políticos que efectivamente los incentiven y por sobre 

todo garanticen. Los cambios que se vienen dando en el país a raíz de los acuerdos de paz 

firmados recientemente, y los mecanismos de violencia que aún subsisten, no podrían ni 

deberían comprenderse o interpretarse en forma aislada de estas iniciativas de educación y 

sensibilización ciudadana, sino que deberían hacerse parte integral junto con de las 

estrategias de paz del país, desde la participación social y ciudadana. Así mismo, el país 

demanda no solo procesos educativos serios, profundos y estructurales, incluso en estos 

temas, sino que deben darse las condiciones para trascender a cambios que de largo plazo 

estimulen la innovación, el cambio técnico y el desarrollo tecnológico, es dichas áreas tan 

propicias para ello. 

Sobre el Objetivo 7, acerca de la optimización financiera, conducente a lograr mejoras para la 

focalización de subsidios en los servicios, la gestión de externalidades ambientales con la 

internalización de costos del tratamiento de residuos ambientales, y la generación de nuevos 

instrumentos que potencien nuevas fuentes de financiación de proyectos sectoriales. Los 



aspectos que busca desarrollar el presente Objetivo, tienen un nivel de vigencia y pertinencia 

sustancial. Siempre en el financiamiento de la política pública los recursos serán escasos, y la 

posibilidad de explorar el desarrollo de nuevas fuentes económicas que financien las 

soluciones de las necesidades de la población, están a la orden del día; también es cierto que 

el esfuerzo de las últimas décadas, podría estar siendo frenado por la eficiencia en la gestión 

económica y financiera, como en los arreglos institucionales que condicionan esta eficiencia. 

Los posibles ajustes institucionales y los mecanismos que en lo territorial, político, 

administrativo y fiscal, pueden constituirse en un importante respaldo para los propósitos de 

este Objetivo. 

3.  La Agenda Pendiente del Plan: entre una reforma estructural del sector y el 

cumplimiento de la Ley 142 de 1994 

La premisa constitucional del aseguramiento de la prestación eficiente de los servicios 

públicos de acueducto y alcantarillado y aseo, según su denominación legal, de parte del 

Estado, como lo plantea de manera amplia y general general Barreto (2016, págs. 75-97), se 

fundamenta en al menos un doble rol que debe cumplir: i) Un Estado regulador, de la 

provisión realizada por personas prestadoras, basadas en la posibilidad de formación de 

mercados que estimulan la competencia como una de las bases de la eficiencia; y, ii) Un 

Estado que a través de sus distintos niveles territoriales, con mayor énfasis en el municipal, 

debe garantizar la prestación eficiente, incluso desde su accionar directo como instancia 

prestadora.  

Si bien se plantea esta segunda condición, como una excepción ante la eventualidad de no 

concretar la competencia, lo cierto es que la realidad de la prestación en municipios y 

regiones se basa fundamentalmente en monopolios naturales en sus distintas jurisdicciones, 

no solo por las condiciones propias que exigen la provisión del agua como un servicio cuya 

provisión difícilmente puede darse en competencia en un mismo lugar, sino por el carácter 

mismo del agua como un derecho humano, colectivo e indispensable. En este aspecto, la 

noción misma de estructuras de mercados, desde la noción misma de la libre competencia que 

se ha supuesto como condición prevaleciente, ciertamente tiene limitaciones y llega a ser 

problemática cuando busca extenderse a los territorios rurales. Las necesidades de provisión y 

consumo del agua de la mayoría de la población rural, como servicio público se alejan de las 



condiciones de los mercados urbanos de este servicio (en los términos de la Ley 142 de 

1994), que aún cuando se supone regulado, no obedece a las condiciones de eficiencia 

derivadas de la escala, la aglomeración y las formas de red que surgen en las ciudades. 

La realidad en la práctica de las personas prestadoras, cuando son empresas -públicas, mixtas 

o privadas- o cuando como en el caso de los municipios la asumen directamente, se realizan 

en condiciones de monopolio regulado, vigilado y contralado, por lo que las la apertura  a 

otras estructuras de mercado resultan en la mayoría de los casos, un asunto más teórico que 

real. Esta estructura dominante en la prestación de servicios, muy características en los 

entornos urbanos, a pesar de varios ejemplos y casos que se han presentado en estas décadas, 

con dificultades de gestión y eficiencia empresarial, los indicadores de cobertura urbana hoy 

por hoy reflejan un panorama de de mejoramiento : 97.8% en Acueducto y 73.9% en 

Alcantarillado en el año 2017 (DNP, 2018, pág. 545) frente a un 77.69 % en Acueducto y un 

61.26% en Alcantarillado en 1993 (DNP, 2014).   

Caso contrario ocurre con la ruralidad, donde esas mismas coberturas aún no muestran los 

avances deseados, y que puede estar evidenciando dificultades asociadas más con unas 

reformas de la misma Ley 142 de 1994, en especial, en lo que tiene que ver con la disposición 

de organizaciones públicas que logren reducir esas brechas, antes que aspirar a que las lógicas 

de las estructuras empresariales que han resultado más eficientes en lo urbano, allí operen.  

En esta misma línea de la reforma de la Ley de Servicios Públicos, pueden darse más 

oportunidades en retos interesantes que se han planteado en las BPND, como por ejemplo el 

desarrollo más expedito de la Economía Circular, como la apuesta por ampliar los marcos 

regionales en la prestación del servicio, la gobernanza de los servicios rurales, o la misma 

protección integral del agua.  

La denominada Economía Circular cuyos orígenes en los años 70 tiene una base más en 

producción industrial limpia, pero cuya potencialidad hacía la gobernanza del agua como un 

asunto que va más allá de los servicios públicos, ha venido  creciendo su potencialidad de 

manera más reciente (Geissdoerfer, Savaget, Bocken, & Hultink, 2017), abre un espacio de 

oportunidad para emprender la reforma legal profunda. Las oportunidades están puestas, la 

visión se ha venido ampliando, y la comprensión de la complejidad misma del sector ha 

madurado, por lo que esta reflexión es una invitación a que desde el mismo Plan Nacional de 



Desarrollo se convoque al país a estas reflexiones de reformas estructurales.  

4. Un Marco de debate para el Plan 

El principio del acceso al agua potable como derecho humano, fundamental, en el marco de 

las instituciones colombianas, son un reto de equidad, en lo operacional, lo ambiental, lo 

territorial y por supuesto en cuanto a la prestación de los servicios públicos; esto exige 

simultáneamente una revisión de fondo que haga posible “los deberes del Estado para la 

garantía del derecho” y “la de crear condiciones para que las personas desarrollen su 

capacidad de satisfacer por si mismas, las prestaciones” que del deber estatal se derivan en el 

acceso al agua y el saneamiento básico (Ramirez Grisales, 2016). 

La apuesta que ha planteado el actual gobierno, en su visión de desarrollo para los próximos 

cuatro años, a partir del documento de bases del Plan de desarrollo, sin lugar a dudas tiene 

aspectos relevantes y necesarios para avanzar en un mejoramiento del sector de servicios. Lo 

anterior, no obstante, a consideración del análisis aquí propuesto, debería surgir a partir de 

los dos marcos de referencia que se consideran sustanciales para lograr avances de manera 

mas integral de este sector. Es decir, que los siete objetivos específicos que se plantean se 

consideran importantes, necesarios, mas no suficientes. 

Cerca ya de completarse tres décadas de la gran reforma institucional que supuso la 

Constitución de 1991, que en particular sobre el sector de servicios públicos ha representado 

y contribuido a importantes transformaciones, y sin duda, avances y logros en el acceso de la 

población a estos servicios. Como fue expuesto en el numeral anterior, este análisis considera 

que aún hay importantes vacíos y tareas inconclusas, tanto en el marco de la regulación, la 

institucionalidad, el financiamiento, como en la operatividad de la prestación del servicio, que 

si bien el documento de bases del plan de desarrollo reconoce varios de ello como prioritarias, 

también es cierto que otras podrían no estar lo suficientemente abordadas.  

En concreto, esta revisión considera que los rezagos en cobertura del servicio en las áreas 

rurales, así como en un segmento de la población urbana, las problemáticas de la adecuada 

sostenibilidad del recurso agua, ante el crecimiento demográfico y económico del país, los 

efectos que se vienen haciendo cada vez más intensos frente a las variaciones climáticas, y 

algunas dificultades en la institucionalidad y la eficiencia de las inversiones que se han venido 

requiriendo, demandan una revisión de aspectos estructurales de la Ley 142 de 1994 



relacionada con el servicio público, tanto en sus contenidos, como en la armonización y 

posible ajuste de otras normas del mismo nivel, en las temáticas, en especial del 

ordenamiento territorial y su institucionalidad, del medio ambiente y recurso hídrico.  

Quizás ha llegado el momento de un corte de cuentas de estas disposiciones legales 

reglamentarias de la Constitución, que contribuya de manera más integral, multidimensional y 

estratégica en avanzar en el posicionamiento del agua como un recurso muy -sui generis- y 

extremadamente sensible. Así mismo que reconozca la noción de servicio público domiciliario, 

pero que vaya más allá en cuanto a su carácter de derecho colectivo. Quizás llegó el momento 

de pensar, por ejemplo, en desarrollar una Ley Integral del Agua. Frente a la gestión de 

residuos sólidos, en esa misma dirección, tanto desde los servicios públicos, como de los 

temas de ordenamiento territorial y ambiental se pueden circunscribir los retos, no solo del 

Plan de Desarrollo como apuesta política del actual gobierno, sino desde las mismas bases de 

las políticas de Estado de largo plazo.  
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